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Radicación Nro. 

:
66001-31-05-001-2007-00195-01

Proceso


:
ORDINARIO LABORAL 

Demandante

:
DELLY ANTONIO VIDALES RÍOS

Demandado

:
INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES

Juzgado de Origen
: 
Tercero Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda)

Providencia

: 
SENTENCIA DE 1ª INSTANCIA
Tema                              : 
Las cotizaciones para pensión dejadas de cancelar en el respectivo ciclo en que se causaron, pero que son pagadas con posterioridad al cumplimiento de la edad mínima exigida para obtener la pensión de vejez con 500 semanas cotizadas dentro de los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad (ARTÍCULO 12 del acuerdo 049 de 1990), no pueden ser tenidas en cuenta para efectos de su reconocimiento porque la norma exige que  se cancelen durante dicho período.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA LABORAL

Magistrada Ponente: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

ACTA No. 0050
AUDIENCIA DE JUZGAMIENTO

En Pereira (Risaralda), a los seis (06) días del mes de agosto del año dos mil nueve (2009), siendo las nueve y cuarenta y cinco (09:45 a.m.) fecha y hora previamente señalados para llevar a cabo la presente diligencia, se reunieron los señores Magistrados que integran la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, excepto el Magistrado Hernán Mejía quien se declaró impedido para conocer de todos los procesos donde sea parte el Instituto de Seguros Sociales y se le aceptó,  en asocio de la señora Secretaria, Dra. LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO. Abierto el acto, la Sala se constituyó en Audiencia Pública de Juzgamiento, en el presente proceso Ordinario Laboral instaurado por el señor DELLY ANTONIO VIDALES RÍOS en contra del INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.
En sesión previa que se hizo constar en la mencionada acta, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó la Magistrada Ponente, el cual alude a la siguiente:

S E N T E N C I A:
Pasa la Sala a desatar la alzada incoada contra la sentencia emitida el 28 de agosto de 2008 por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda), dentro del proceso Ordinario Laboral reseñado en la referencia.

I. LA DEMANDA 
1. Pretensiones:


Que se declare al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES responsable del reconocimiento y pago de la pensión de vejez a que tiene derecho el señor DELLY ANTONIO VIDALES RÍOS con la correspondiente tasa prestacional a partir del día 18 de diciembre de 2001, fecha en cumplió los requisitos de edad y densidad de semanas para acceder a la pensión reclamada, con los intereses de mora, las costas del proceso y las agencias en derecho.

2. Hechos Relevantes:

Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son los siguientes:

El accionante a través de representante judicial, manifiesta que es beneficiario del régimen de transición contenido en el Artículo 36 de la Ley 100 de 1993, y por lo tanto le son aplicables las normas del Acuerdo 049 de 1990 aprobado por el Decreto 758 de mismo año, pues al momento de entrar en vigencia mencionada Ley contaba con más de 40 años de edad. 

Aduce el demandante que prestó sus servicios al sector privado y que estuvo afiliado al Instituto de los Seguros Sociales para los riesgos de invalidez vejez y muerte.  
Que el 07 de noviembre de 2006 presentó ante la entidad solicitud de la pensión de vejez, la cual no ha sido resuelta, quedando agotada de esta manera la reclamación administrativa.
Manifiesta el demandante que según el reporte de la entidad demandada, acredita 520 semanas cotizadas, en los últimos 20 años anteriores al cumplimiento de la edad requerida para pensionarse. 

II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.

Dentro del término legal otorgado para tal efecto, la parte demandada presentó escrito en el que admite algunos de los hechos expuestos en la demanda, manifiesta que otros tantos no son ciertos y que no le constan porque de ellos no existe prueba en el expediente por lo que deberán ser probados por la parte actora. Se opuso a todas las pretensiones de La demanda y excepcionó “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN DEMANDADA”, “PRESCRIPCIÓN”, “FALTA DE CAUSA”  y “GENÉRICAS”

III. LA SENTENCIA APELADA

Clausurado el debate probatorio, el juez de conocimiento puso fin a la primera instancia a través de la sentencia objeto de censura en la que resolvió negar todas las pretensiones de la demanda presentada por DELLY ANTONIO VIDALES RÍOS contra el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES; condenó a la parte demandante al pago de costas procesales a favor de la entidad y dispuso compulsar copias de la actuación a la Fiscalia General de la Nación para que se investigue la posible conducta punible de fraude procesal en que pudo incurrir la parte demandante.

Para arribar a la anterior determinación expresó en primer lugar que el demandante era beneficiario del régimen de transición establecido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, y con base en ello, era posible acudir al Acuerdo 049 de 1990, a efecto de reconocer la pensión de vejez. 

Posteriormente analizó el cumplimiento de los requisitos para acceder a la pensión de vejez y que se encuentran consagrados en el artículo 12 del referido Acuerdo, concluyendo que no obstante cumplir con el requisito de la edad, no sucedía lo mismo con el reporte de las cotizaciones realizadas durante los 20 años anteriores al cumplimiento de 60 años de edad, toda vez que de acuerdo con la historia laboral aportada por la entidad, se evidencia la presencia de cotizaciones dobles, efectuadas por el demandante en calidad de independiente, y por su empleador para el período comprendido entre abril y agosto de 2000, cotizaciones efectuadas quizá en su afán desmedido por completar un tiempo de cotizaciones que a todas luces no alcanzaba para satisfacer el segundo requisito exigido por la norma traída a colación, por lo que las mismas no surtirán ningún efecto para obtener la pensión, quedando demostrado que el demandante sólo cotizó 482.714328 semanas en los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad para pensionarse.
V. FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN

Inconforme con lo decidido la parte actora presentó recurso de apelación contra la decisión de primer grado aduciendo que a pesar de que las cotizaciones fueron extemporáneas, fueron realizadas dentro del período de transición y que por el analfabetismo del demandante no se le puede aplicar el aforismo “la ignorancia de la ley no es excusa para su cumplimiento”. Se aclara que el demandante siempre ha trabajado como independiente y con su empleador en los ciclos pagados extemporáneamente, que corresponden  a cotizaciones de tiempo efectivamente trabajados por el afiliado, sin poder obviarse que fueron aceptados e incorporados a su historia laboral por parte del ISS.
Sostiene que de conformidad con los principios internacionales de protección de los derechos humanos, el actor es beneficiario del régimen de transición y por ese hecho “ha adquirido un derecho que ingresó a su patrimonio y no puede ser desconocido por ninguna autoridad”, porque se estaría vulnerando no solo el Artículo 21 de  la Convención Interamericana de Derechos Humanos sino también la Constitución Nacional.

VI. CONSIDERACIONES

1. Presupuestos Procesales:

Sirve la revisión del informativo para determinar que los requisitos esenciales para su formación y desarrollo normal, se encuentran reunidos a cabalidad, circunstancia que permite ser decidido con sentencia de mérito. Por otra parte, tampoco se evidencian causales de nulidad que  invaliden lo actuado.

2. Problema jurídico por resolver:

El asunto bajo estudio plantea a la Sala los siguientes problemas jurídicos:

a. ¿Se cumplen por parte de la actora los requisitos exigidos por el artículo 12 del Acuerdo 049 de 1990, para acceder a la pensión de vejez?
b. Se pueden computar para efectos del reconocimiento de la pensión de vejez con base en 500 semanas de cotización efectuadas dentro de los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad – Artículo 12 del Acuerdo 049 de 1990-, las semanas dejadas de cancelar dentro del ciclo respectivo, pero que son canceladas y/o cotizadas con posterioridad al cumplimiento de la edad mínima allí exigida, esto es en forma extemporánea
Sea lo primero advertir tal y como lo declaró la funcionaria de primer grado, que el señor Delly Antonio Vidales Ríos es beneficiario del régimen de transición establecido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, por contar al 01 de abril de 1994, fecha en la que entró en vigencia dicha normatividad, con más de 40 años de edad, lo cual se extracta del contenido del registro civil adosado con la demanda (fl. 8), en el que emerge con fecha de nacimiento el 18 de diciembre de 1941, lo que permite concluir que le es aplicable el Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año.


Aclarado lo anterior, es necesario remitirnos al contenido del artículo 12 del referido Acuerdo, para establecer si el demandante reúne o no los requisitos allí establecidos para acceder a la pensión de vejez. La norma en cita establece lo siguiente: 

“ARTÍCULO 12. REQUISITOS DE LA PENSION POR VEJEZ. Tendrán derecho a la pensión de vejez las personas que reúnan los siguientes requisitos:

a) Sesenta (60) o más años de edad si se es varón o cincuenta y cinco (55) o más años de edad, si se es mujer y,

b) Un mínimo de quinientas (500) semanas de cotización pagadas durante los últimos veinte (20) años anteriores al cumplimiento de las edades mínimas, o haber acreditado un número de un mil (1.0.00) semanas de cotización, sufragadas en cualquier tiempo”.


El requisito del literal a) se encuentra plenamente acreditado con las fotocopias del registro civil de nacimiento visible a folio 08 y de la cédula de ciudadanía visible a folio 9, donde consta que el promotor de este litigio nació el 18 de diciembre de 1941, por lo tanto en la actualidad cuenta con 67 años de edad

El motivo de disenso se centra en el no cumplimiento de las semanas de cotización, lo que impediría el reconocimiento de la pensión de vejez deprecada, pese a acreditar el cumplimiento del requisito de la edad.

Se dijo en la sentencia de primera instancia que de acuerdo a la historia laboral adosada al proceso, el demandante alcanzaba un total de 482.714328 semanas de cotización dentro de los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad, y no 520 semanas como se aduce en la demanda, porque en el cómputo de las mismas no se podían contabilizar doblemente los ciclos efectuados entre el mes de abril y el mes de agosto de 2000, porque aparecían cotizados de manera simultánea como trabajador independiente y como trabajador del señor Gabriel Guerrero; suma aquella que no le alcanzaban para pensionarse con base en el artículo 12 del Decreto 758 de 1990.


Por su parte, el vocero judicial de la demandante insiste en que se deben tener en cuenta a efectos de determinar las semanas cotizadas durante los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad del actor, todas las semanas que aparecen registradas en la historia laboral del actor, toda vez que, la entidad demandada asintió en ellas, por lo que ahora no se pueden desconocer.

De acuerdo con lo anterior, es deber de esta Corporación proceder con la verificación de las mismas, aclarando que no es procedente computar las semanas cotizadas en forma simultánea, porque ello equivaldría a computar dos veces unas semanas de cotización por un mismo ciclo laborado; por lo que se dejaran a un lado los ciclos de abril a agosto de 2000, porque fueron pagados por el señor Delly Antonio Vidales Ríos como trabajador independiente y como empleado del señor Gabriel Guerrero (fl. 65).
Así que se procederá a verificar el monto real de cotizaciones efectuados por el demandante dentro de los 20 años anteriores al cumplimiento de los 60 años.
Período de cotización 


Semanas 

1985-05-22  al 1994-12-06

403.1729
Período de cotización 


Días  

Año 1996




  30

Año 1997




151
Año 1998




105
Año 1999




121
Año 2000




240






647/ 7= 92.428571 semanas 

403.1729
  92.4285
495.6014  Semanas de cotización durante los últimos veinte años.

En conclusión, del contendido de la historia laboral perteneciente al afiliado Delly Antonio Vidales Ríos, que reposa dentro del expediente, se puede corroborar que las cotizaciones efectuadas por él dentro del periodo comprendido entre el 18 de diciembre de 2001 – fecha en que cumplió 60 años de edad- y el 18 de diciembre de 1981 – 20 años anteriores al cumplimiento de la edad-, ascienden a 495.6014, no cumpliendo con el requisito establecido en el literal b) del Acuerdo 049 de 1990, que es la normatividad que se le aplica, se itera por ser beneficiario del régimen de transición de la Ley 100 de 1993.
Y es que, advierte esta Colegiatura, como en su sentencia lo analizó la a-quo, los ciclos de abril a agosto de 2000 (fl. 65), fueron cancelados el 20 de septiembre de 2006, por un supuesto empleador que cubrió ciclos que ya habían sido cancelados por el demandante como trabajador independiente, lo cual encuentra respaldo en lo manifestado por la demandada (fl. 86), al expresar que las cotizaciones efectuadas durante esos ciclos son irregulares, pues se es independiente o dependiente, pero no las dos cosas a la vez.
De dicha conducta, se puede concluir que ante la falta de las cotizaciones exigidas dentro de los veinte años anteriores al cumplimiento de la edad requerida en el artículo 12 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 de ese año, el demandante buscó la forma de suplir a través de una presunta vinculación laboral y en una época muy posterior, después de haber cumplido la edad de 60 años requerida por la ley, aquella carencia de semanas. 

En este caso se trata de carencia de semanas dentro del lapso exigido por la ley, las mismas que fueron reemplazadas por cotizaciones fuera de los veinte años de que trata la ley, conducta no puede habilitar dichas cotizaciones para dar por cumplido el presupuesto porque, i) se repite, no fueron realizadas o pagadas, como reza la normatividad, dentro de los veinte años anteriores al cumplimiento de la edad requerida, esto es, se hicieron luego de completados los presupuestos exigidos por la ley y ii) porque curiosamente las cotizaciones extemporáneas que si bien se realizaron por un supuesto empleador (Gabriel Guerrero), cubrieron ciclos ya pagados por el propio demandante como trabajador independiente. Cosa distinta ocurriría si estuviera claro en el expediente que el señor Gabriel Guerrero era efectivamente el empleador del actor y entró en mora en el pago de cotizaciones, caso en el cual las cotizaciones serían válidas porque el trabajador no puede cargar con las consecuencias nefastas de la negligencia del patrono, pero – se itera – un tercero aparece pagando extemporáneamente unas cotizaciones ya pagadas con anterioridad por el propio demandante en calidad de trabajador independiente a lo que se suma que tampoco existe prueba de la afiliación que hubiera hecho ese tercero ante el Instituto de Seguros Sociales en calidad de empleador del señor Delly Antonio Vidales Ríos, tal como se acredita con la información suministrada por el Director Jurídico de la entidad accionada a folio 86.
3. Conclusión: 

Las semanas cotizadas de manera irregular, entre abril y agosto de 2000, efectuadas el 20 de septiembre de 2006, suman 150 días, equivalentes a 21.428571 semanas; no son válidas para el cumplimiento del artículo 12 del Acuerdo 049 de 1990.

Basta lo expresado para aseverar que fue correcta la decisión adoptada por la funcionaria de primer grado, por lo que se procederá a confirmar la sentencia objeto de censura.


En mérito de  lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA (RISARALDA), SALA LABORAL, Administrando Justicia en nombre de la República  y por autoridad de la Ley,

R E S U E L V E:

PRIMERO.- CONFIRMAR en su integridad la sentencia proferida el 29 de agosto de 2008, por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ORDINARIO LABORAL instaurado por el señor DELLY ANTONIO VIDALES RÍOS contra el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES-.
SEGUNDO.- Sin costas en esta instancia. 

 CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.


NOTIFICACIÓN EN ESTRADOS: El suscrito Secretario deja expresa constancia de que la anterior providencia se notificó en estrados a las partes, tal como lo ordena la ley.


No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y firma por las personas que en la misma intervinieron.
Los Magistrados,             

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
(Impedido)
LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria

